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JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE CONOCIMIENTO 
MANIZALES, CALDAS 

 
 

Cinco (05) de julio de dos mil veintidós (2022). 

 
 

Conforme a la constancia secretarial que antecede, se advierte necesario 

integrar el contradictorio con la señora LUZ MARINA RAMOS ÁLVAREZ, puesto 

que las resultas del trámite podrían alcanzarle, en la medida que también resultó 

sancionada al interior del trámite identificado con el radicado 2020-17247, que por 

una infracción urbanística fue adelantado por la INSPECCIÓN 12 URBANA DE 

POLICÍA DE MANIZALES, Caldas. 

 

No obstante, como el Juzgado no cuenta con los datos necesarios para 

notificar de manera personal lo dispuesto, ya que entre lo anexado con la 

demanda de amparo, las respuestas ofrecidas por las entidades convocadas y lo 

dicho por la misma accionante, quien resulta ser hermana de la señora LUZ 

MARINA RAMOS ÁLVAREZ, no ha sido posible establecer su dirección actual ni 

su número telefónico, ésta se llevará a cabo a través de estado publicado en el 

micrositio web habilitado por el consejo superior de la judicatura para este tipo de 

actuaciones. 

 

Así entonces, se concederá a la señora LUZ MARINA RAMOS ÁLVAREZ 

el término de cuatro (04) horas para que, si a bien lo tiene, se pronuncie acerca de 

los hechos y pretensiones contenidos en el escrito de tutela, pudiendo aportar y 

solicitar las pruebas que pretenda hacer valer dentro del lapso indicado. 

 

Notifíquese la presente providencia por el medio más expedito, advirtiendo 

que las intervenciones se recibirán a través del correo electrónico institucional 

pmcon02ma@cendoj.ramajudicial.gov.co., 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

 
 

Dennis Adriana Bañol Rendón 
Juez 

mailto:pmcon02ma@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Señor  
JUEZ CONSTITUCIONAL DE MANIZALES (REPARTO) 
Ciudad  
 
REF: ACCION DE TUTELA de MARIA MILVIA RAMOS ALVAREZ CONTRA INSPECTORA 
DOCE URBANA DE POLICIA- secretaria de Gobierno Municipal  
Alcaldía de Manizales  
 

MARIA MILVIA RAMOS ALVAREZ mayor de edad, identificada con la cédula 
de ciudadanía No. 24.319.767 , invocando el artículo 86 de la constitución política, 

acudo a su despacho para instaurar la ACCION DE TUTELA contra INSPECTORA 
DOCE URBANA DE POLICIA- secretaria de Gobierno Municipal  Alcaldía de 
Manizales con el objeto de que se me protejan los derechos fundamentales que 
están siendo vulnerados por la accionada, como lo son el  DERECHO AL DEBIDO 
PROCESO,  y demás Derechos  que estén siendo violados. El fundamento de mi 
pretensión radica en los siguientes: 

 
HECHOS  

 
1.  contraje matrimonio con RAMON PIÑERES MOJICA tal y como consta 

registro de matrimonio No 3056127 de la NOTARIA QUINTA DEL CIRCULO 
DE MANIZALES.  

 
2. Desde hace mas de 40 años, vivimos en la Chimichagua, Cesar 

compartiendo techo, lecho y mesa. 
  

3. Era propietaria del  inmueble lote de terreno con casa habitación con 
una cabida de 62.40 metros cuadradros y que linda por el NORTE CON 
VIA PUBLICA EN 6.48  metros por el SUR con el lote numero 198 en 6.48 
metros,  POR EL ESTE con zona verde en 9.63 metros por el OESTE con lote 
numero 214 en 9.63 metros, cuyo número de matricula es 100-1415 de la 
Oficina de INSTRUMENTOS PUBLICOS DE MANIZALES.  Derecho que fue 
adquirido con ocasión a la sucesión realizada al fallecimiento de mis 
padres, mediante escritura 158 del 2 de julio de 2019.  

 
Desde que la fecha antes referida hasta el día 2 de octubre de 2020, 
nunca realice edificación alguna que requiera permiso ante la entidad 
competente, pues Manizales no es su ciudad de domicilio ni residencia, 
de ahí que lo único que procuró una vez realizaron la sucesión fue buscar 
un comprador para el inmueble.  

 
4. Consta en escritura publica No 1210 de fecha 2 de octubre de 2020, que 

junto a mi hermana LUZ MARINA RAMOS ALVAREZ, realizamos la venta del 
inmueble antes citada a la señora DIANA PETREL MARTINEZ, de ahí que 
desde dicha fecha la compradora ha realizado la posesión real y 
material del bien inmueble.  
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5. Posterior a la venta del inmueble desconozco que comportamientos 
contrarios a la integridad urbanística ha realizado la propietaria, de ahí 
que nadie esta obligado a lo imposible y que tampoco es mi 
responsabilidad pues reitero, ya no era propietaria de una cuota parte.  

 
6. Producto de un préstamo que me realizaron, guardé en el banco Bogotá 

el dinero para ser utilizado en un proyecto, no obstante, cuando fui a 
retirar el dinero me informaron que había sido embargado por la 
SECRETARIA DE GOBIERNO DE MANIZALEZ.  

 
7. Nunca he sido vinculada al trámite de EXPEDIENTE 2020-17247, no tengo  

conocimiento de las razones por las cuales se ha tramitado el presente 
caso y menos aun NO HE RECIBIDO notificación alguna del tramite para 
ejercer el derecho a la defensa, nunca se ha puesto en  mi conocimiento 
ni de mi hermana  la queja ni las pruebas en contra nuestra, vulnerando 
el derecho al debido proceso, máxime cuando no hemos infringido 
normas algunas.  

 
8. El embargo indebido de mis dineros está ocasionando perjuicios, en 

virtud de que me encuentro pagando intereses por dicha suma de dinero 
y esta dejando de percibir lo que ganaría producto de un negocio.  

 
9. Consecuente a lo anterior, a través de abogada el día 17 de marzo de 

2022, presente escrito de nulidad por indebida notificación al expediente 
antes citado.  Para tal efecto se aporto la prueba de la escritura pública, 
la cual da fe de la fecha en la que deje de ser propietaria de la cuota 
parte y se insistió en que no he sido notificada del tramite por lo que se 
me negó el derecho a la defensa y están ejecutando una decisión de la 
cual nunca hice parte 

 
10. El 28 de marzo de 2022 la inspectora da respuesta omisiva a la nulidad 

interpuesta, indicando que en audiencia había sido debidamente citada 
y que desistí de los recursos. Desconozco de dónde saca esa afirmación 
la inspectora pues como voy a desistir de algo que no conozco. 
Quedando evidente que en su afán por cobrar un dinero que no debo y 
que no tengo responsabilidad alguna echo de menos las pruebas 
aportadas en el incidente de nulidad   y refiere que no hay ninguna 
causal de nulidad. REITERO NO EXISTE NINGUNA NOTIFICACION A MI 
ENTREGADA ANTES DE DICTAR SENTENCIA EN EL EXPEDIENTE.  

 
11. Es así como se interpone recurso de reposición y en subsidio apelación, 

los cuales también fueron negados, brillando por su ausencia notificación 
a mi entregada, pues si bien me comparten el expediente lo único que 
se ve es una notificación dirigida a mi pero recibida por el esposo de la 
propietaria actual, esto es el señor JULIAN ANDRES ZULUAGA,  de quien 
incluso mi apoderada solicito su interrogatorio,  por tanto no se puede 
hablar de que me notificaron en debida forma, pues no tengo ningún 
vinculo con ese señor y mi domicilio es en CHIMICHAGUA, cesar,  
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PRETENSIONES   

 
Solicito a Usted Señor Juez, con fundamento en los hechos relacionados, disponer 
y ordenar a la parte accionada y a mi favor  lo siguiente:  
  
PRIMERA: Tutelar el derecho al debido proceso y demás derechos que estén siendo 
violados. 
 
SEGUNDO: Declarar la nulidad del trámite realizado por la INSPECTORA DOCE 
URBANA DE POLICIA- secretaria de Gobierno Municipal Alcaldía de 
Manizales en el trámite 2020-17247 por no habérseme notificado nunca del 
trámite de este.  
 
TERCERO: que se ordene a la accionada la entrega del dinero que me tienen 
embargad, así como el  levantamiento de las medidas cautelares en mi  contra.  
 
CUARTO: que se ordene a la accionada a entregarme copia de la queja 

presentada, así como el termino para ejercer la debida defensa, ordenando la 
notificación   a mi mandante en debida forma, remitiendo traslado del 
expediente. 

QUINTO: que se ordene a la ALCALDIA DE MANIZALEZ la vinculación de la 
propietaria del inmueble, esto es DIANA PAOLA PETREL MARTINEZ 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
Fundo mi solicitud en los artículos 86, 48 Y 11  de la Constitución Política, lo referente 
a la  ACCION DE TUTELA, Decreto 2651 de 1.991, Decreto 306 de 1.992 y demás 
normas reglamentarias y concordantes.  
 
Según lo establecido en los artículos 5º, 13 y 42 del Decreto 2591 de 1991, la acción 
de tutela procede contra cualquier acción u omisión en que incurra una autoridad 
pública o un particular, en los casos determinados por la ley, cuando se les atribuye 
la vulneración de un derecho fundamental. 
 
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política 
constituye un mecanismo preferente y sumario que procede a falta de otros medios 
de defensa judicial, como el instrumento más eficaz, en orden a proteger de 
manera efectiva e inmediata, los derechos constitucionales fundamentales, 
cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las 
autoridades públicas o de los particulares en los casos determinados por la ley. 
 
“La jurisprudencia constitucional de esta Corporación ha señalado que el núcleo 
esencial del derecho de petición comprende los siguientes elementos o 
características: (i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera 
respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o 
se abstengan de tramitarlas; (ii) la facultad de obtener una respuesta oportuna, 
esto es, dentro de los términos previstos en el ordenamiento jurídico; (iii) el derecho 
a recibir una respuesta de fondo o contestación material, lo que supone que la 
autoridad analice la materia propia de la solicitud y se pronuncie sobre la totalidad 
de los asuntos planteados, es decir, la correspondencia entre la petición y la 
respuesta, excluyendo fórmulas evasivas o elusivas y; (iv) la pronta comunicación 
al peticionario sobre la determinación adoptada, con independencia de que su 
contenido sea favorable o desfavorable. Si no se cumple con estos requisitos se 
incurre en una vulneración del derecho fundamental de petición. 
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Respecto a los alcances de la garantía de protección del derecho al debido 
proceso en el ordenamiento constitucional colombiano, debemos tener en 
cuenta lo expuesto en la sentencia C-731/05, Referencia: expediente D-
5570, Magistrado Ponente:  Dr. HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO, Bogotá, 
D.C., doce (12) de julio de dos mil cinco (2005), la cual en el siguiente 
extracto reza:  

“…La jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre la garantía del 
derecho al debido proceso es reiterada y se orienta a conceder una 
muy extensa protección del derecho al debido proceso. Una síntesis 
de los elementos que la Corte ha considerado más sobresalientes en 
relación con la garantía del derecho al debido proceso como 
instrumento dirigido a satisfacer las exigencias imprescindibles para 
la efectiva garantía del derecho material arroja el siguiente 

resultado. 

El derecho al debido proceso comprende la posibilidad de acceder 
de manera libre y en condiciones de igualdad a la justicia a fin de 
obtener por parte de los jueces decisiones motivadas y comprende, 
de igual modo, la posibilidad de impugnar tales decisiones, cuando 
se está en desacuerdo con ellas ante un juez de superior jerarquía, 
así como el derecho a que se de debido cumplimiento a lo 

determinado en los fallos. 

El derecho al debido proceso implica, de otro lado, la posibilidad de 
acceder al juez natural, esto es, de acudir ante el funcionario que 
está facultado para "ejercer la jurisdicción en determinado proceso 
de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las 
personas y la división del trabajo establecida por el legislador entre 
los miembros de la judicatura." Este juez debe ser independiente, lo 
que implica la garantía constitucional de no intromisión del poder 
ejecutivo o del poder legislativo - e incluso de otros poderes fácticos 
- en el desarrollo de labor judicial autónoma, ajena a amenazas y a 
presiones.  

El derecho al debido proceso implica de suyo la posibilidad de 
realizar una efectiva defensa judicial con aplicación de todos los 
instrumentos legítimos para hacerse oír en juicio y obtener una 
decisión favorable. Asuntos tan neurálgicos como los relacionados 
con "el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la 
preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un 
abogado, a la igualdad ante la ley procesal, el derecho a la buena 
fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el 
proceso", forman parte del derecho al debido proceso. A lo anterior 
se suma la exigencia según la cual los procesos deben ser públicos y 
han de desenvolverse dentro de un lapso razonable sin dilaciones 
injustificadas o inexplicable. 

El derecho al debido proceso exige la presencia de un juez que se 
esfuerce por ser imparcial y decida "con fundamento en los hechos, 
de acuerdo con los imperativos del orden jurídico, sin designios 
anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícita." 
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Dentro de la serie de artículos que complementan lo dispuesto en el 
artículo 29 de la Constitución Nacional se encuentran el artículo 228 
y el artículo 229 de la Constitución Nacional. De conformidad con lo 
previsto en esas disposiciones, ha dicho la Corte Constitucional que 
las normas procesales han de interpretarse siempre "como 
instrumentos puestos al servicio del derecho sustancial y a las 
soluciones que permitan resolver el fondo de los asuntos sometidos a 
consideración de los jueces (principio pro actione). (...) Se impone, 
por lo tanto, adoptar la interpretación que tome en cuenta el espíritu 
y finalidad de la norma y que sea más favorable para la efectividad 
del derecho fundamental." 

El derecho al debido proceso puede verse vulnerado no únicamente 
cuando se deja de observar determinada regla procesal. La Corte 
Constitucional ha sido muy clara al señalar que la violación del 
derecho al debido proceso "también ocurre por virtud de la 
ineficacia de la misma [regla procesal] para alcanzar el propósito 
para el que fue concebida. Así, en la medida en que el derecho 
sustancial prevalece sobre las formas procesales (C.P., art. 288), 
como mandato que irradia todo el ordenamiento jurídico y, muy 
especialmente, las actuaciones destinadas a cumplir con la 
actividad judicial, es que las formas procesales que la rijan deben 

propender al cumplimiento de los propósitos de protección y 
realización del derecho material de las personas y a la verdadera 
garantía de acceso a la administración de justicia (C.P., art. 229.)" 

Cualquier forma procesal que impida ejercer el derecho de defensa 
como lo garantiza la Constitución, ha dicho la Corte, obliga al juez 
de conocimiento a buscar los medios necesarios "para remover el 
obstáculo y volver procedente dicha forma procesal, en 

concordancia con el fin que debe cumplir dentro del respectivo 
proceso o actuación." Tal sería el caso, por ejemplo, de una forma 
procesal que impida a los interesados conocer de manera idónea 
la realización de una actuación determinada o la existencia de una 
decisión que los afecte. . 

… 

 4.3.-Papel que desempeñan las notificaciones para la efectiva 
realización del la garantía del derecho al debido proceso 

El término notificación se deriva de la expresión latina notis la cual 
proviene, a su turno, del verbo nosco que significa conoce. En este 
sentido, notificar indica "poner en conocimiento", "participar del 
conocimiento. El valor que le subyace al acto de la notificación se 

conecta de modo muy estrecho con el principio según el cual nadie 
puede ser condenado sin tener previo conocimiento de la razón o 
las razones en que se fundamenta el cargo que se le imputa. Se 
relaciona, por ende, con el principio de publicidad de los juicios y 
con la garantía del derecho al debido proceso 

Cualquier persona frente a la cual exista alguna acusación tiene 
derecho a saber cuáles son los motivos del cargo que se le endilga 

para poder ser oída en juicio, efectuar su defensa y oponerse a las 
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inculpaciones que se le atribuyen. La notificación en tanto 
instrumento que facilita la comunicación de las partes entre sí y de 
las partes con el juez, desempeña un papel de especial importancia 
en todo proceso. 

La Corte Constitucional ha subrayado la estrecha conexión que 

existe entre la notificación personal y la posibilidad de realizar de 
manera óptima la garantía del derecho al debido proceso. Al 
respecto se pronunció por ejemplo, en la sentencia T-361 de 1993:  

“En relación con el tema, resulta de importancia destacar que, en 
aras de salvaguardar el derecho al debido proceso y el principio 
constitucional de la publicidad de los juicios (C.P. arts. 29 y 228), 
las decisiones que tomen las autoridades jurisdiccionales deben 

ser puestas en conocimiento de los interesados, con el fin de que 
éstos procedan a hacer uso de los derechos de impugnación que 
la ley consagra o, en su defecto, se comprometan a cumplir con 
lo dispuesto en ellas.”  

La Corte ha destacado de manera reiterada el papel que 
desempeña la notificación personal que junto a la notificación por 
estado, por edicto, en estrado, por conducta concluyente, 

configuran los tipos principales de notificación aceptados en el 
ordenamiento jurídico colombiano. La importancia de la notificación 
personal radica en ser el medio de comunicación más eficaz cuando 
se trata de garantizar que las personas sean oídas y vencidas en un 
juicio que cumpla con todos los requisitos constitucionales y legales 
atinentes a la protección del debido proceso.  

Reconoce la Corte Constitucional que el legislador tiene un amplio 

margen de discrecionalidad "para regular las formas de notificación 
que mejor se amolden a las características particulares de los 
proceso", pone énfasis, no obstante, en que el auto en virtud del cual 
se ordena el traslado de la demanda tiene "un alcance general y 
vinculante, [pues] su conocimiento siempre debe estar precedido 
por la notificación personal (...) [dado que] la misma constituye el 
único medio idóneo que otorga plena efectividad a los derechos de 
defensa y contradicción consagrados en el artículo 29 de la 

Constitución Política." 

Lo mencionado en párrafos anteriores, deja ver el estrecho vínculo 
que existe entre la notificación personal y la garantía del derecho al 
debido proceso. Este nexo cobra una mayor importancia cuando se 
trata de relaciones contractuales en las que algunas de las partes 
suelen estar situadas en condiciones evidentes de desventaja, bien 

sea por su falta de acceso al conocimiento, por su edad o por su 
situación económica precaria y dependiente. La Corte ha dicho 
que "desde ese punto de vista, la notificación se concibe como 
forma de protección a favor de quienes, siendo partes o interesados 
en el proceso, se encuentran en una situación de desventaja, por su 
imposibilidad o dificultad de acceso al conocimiento de decisiones 
judiciales que los puedan afectar, pudiendo en consecuencia, ver 
desconocido su derecho de defensa." (Subrayas fuera de texto)”…. 
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Conforme a lo anteriormente expuesto,  las disposiciones constitucionales y 
jurisprudenciales sobre el tema de las notificaciones judiciales , en este 
sentido  resulta claro que cualquier régimen que se adopte tiene que 
buscar, primero, que se pueda surtir la notificación personal directa, 
dándole en caso de no poderse enterar directamente el implicado una 
oportunidad de comparecencia que le permita acceder a la notificación 
personal directa, solo así y una vez agotado este intento, es como puede 
acudirse a mecanismo de notificación personal indirecta, como los 
mecanismos hoy vigentes de notificación por curador ad litem o como la 
notificación personal por aviso que contempla los artículos 315 a 320 del C. 
de P.  

1. LA NOTIFICACIÓN Y LA NULIDAD 

La notificación es el procedimiento mediante el cual se hace público un 
acto administrativo o judicial. La indebida notificación de un acto conlleva 
a su posible nulidad, perdiendo la eficacia que debe tener. El desarrollo 
jurisprudencial de este principio es muy abundante, encontrándonos con 
pronunciamientos muy claros al respecto en el que se concluye:  

“Desde el punto de vista constitucional importa dejar en claro que 
la notificación, entendida como el conocimiento formal del 
administrado o de quien es parte o interviniente en un proceso 
judicial, sobre el contenido de las providencias que se adoptan por 
el juez o de los actos administrativos que lo afectan, tiene por 
fundamento específico la garantía del derecho de defensa, 
aspecto esencial del debido proceso, exigible en todas las 
actuaciones judiciales y administrativas, como lo impone el artículo 
29 de la Carta. 

“La notificación en debida forma asegura que la persona a quien 
concierne una determinación se halla enterada de su sentido y 
define simultáneamente -con fecha cierta- en qué momento ha 
tenido lugar la transmisión oficial de la respectiva información. Se 
asegura, entonces, no solamente que, conocida la decisión de que 
se trata, podrá el afectado hacer uso de los medios jurídicamente 
idóneos para la salvaguarda de sus intereses, sino que se preserva 
la continuidad del trámite judicial o administrativo correspondiente, 
pues la fecha de la notificación define los términos preclusivos 

dentro de los cuales podrá el notificado ejecutar los actos a su 
cargo. Resultan, por tanto, realizados el valor de la seguridad 
jurídica y los principios procesales de celeridad y economía. 

“La falta probada de notificación, en especial la de aquéllos (sic) 
actos o providencias que tocan con derechos de quienes 
participan en el proceso o actuación, repercute necesariamente en 
las posibilidades de defensa de tales personas y perturba en alto 

grado el curso normal de los procedimientos, dando lugar por ello, 
en algunos casos, a la nulidad de lo actuado, y en otros a la 
ineficacia o carencia de efectos jurídicos de los actos que han 
debido ser materia de la notificación. Todo depende de las normas 
legales aplicables, según la clase de trámite. 

“De todas maneras, de las exigencias constitucionales del debido 
proceso se deriva que ni los jueces ni la administración pública 

pueden actuar de espaldas a los interesados, ni fundar sus 
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decisiones sobre la base de la ignorancia de ellos en torno a las 
decisiones que adoptan”1. (Subyarado fuera de texto). 

Respecto de dichas fases  a cumplirse para efectos de practicar  la 
notificación personal, la Corte en la Sentencia C – 783 de 2004, vino a 
concluir que” i) la notificación personal reviste el carácter de principal y en 
forma supletiva se prevé la notificación ii) al llegar la citación de 
comparecencia al lugar de comparecencia o de trabajo del demandado 
lo normal es que tenga conocimiento de su contenido de manera inmediata 
o breve producto del deber constitucional de colaboración para el buen 
funcionamiento de la administración de justicia, y iii) en el caso que la 
citación o aviso de notificación se entreguen en una dirección que no 
corresponde al lugar de residencia o de trabajo del demandado, y por ende 
no sean devueltos atendiendo errores o deficiencias del servicio de correo 
o mala fe del demandante, el mismo estatuto procesal civil prevé 
mecanismos de saneamiento y de protección al demandado, como son el 
presentar la nulidad por indebida notificación o hacer uso del recurso 
extraordinario de revisión.  

Corolario a lo antes expuesto, con meridiana claridad se aprecia, que nos 
encontramos frente a una indebida notificación personal del mandamiento 
de pago al demandado JUAN FORERO GOMEZ, constituyendo per se una 
flagrante violación al debido proceso, por no permitirle ejercer en derecho 
de defensa, por haberse adelantado el proceso con pleno 
desconocimiento del mismo, lo cual conllevó a que se les vulneren el 
derecho fundamental al debido proceso (art. 29 Carta Magna), y con ellos 
, los derechos que se desprenden de el, como lo son los derechos a la 
defensa, al acceso a la administración de justicia, a la igualdad, a la buena 
fe, contradicción, seguridad jurídica, celeridad y economía procesal” 
 

PRUEBAS  

 

DOCUMENTALES 

1. Registro de matrimonio 
2. Certificado de libertad y tradición 
3. Escritura publica 1210 del 2 de octubre de 2020.  
4. Incidente de nulidad  
5. Respuesta dada 
6. Recurso de reposición 
7. Respuesta dada al recurso  

 

NOTIFICACIONES  

 

La accionante recibo notificaciones en la Calle 5 No 7-17 barrio Santander, 
Chimichagua, Cesar o en el correo electrónico: majopira96@hotmail.com  

 

 

 

mailto:majopira96@hotmail.com


 

________________________________________________________________________________ 

9 

 

LA ACCIONADA en el correo electrónico: notificaciones@manizales.gov.co 

 

Del señor juez 

 

MARIA MILVIA RAMOS  



21/6/22, 09:10 Correo: MARGARITA ARREDONDO - Outlook

https://outlook.live.com/mail/0/id/AQQkADAwATY3ZmYAZS1mZTVlLTcyNzItMDACLTAwCgAQAJX%2B%2BRmteDhPlcakR70o3bQ%3D 1/2

Re: INCIDENTE DE NULIDAD
Contacto Alcaldía <contacto@manizales.gov.co>
Vie 18/03/2022 10:43
Para: abgmargaritaarredondo@hotmail.com <abgmargaritaarredondo@hotmail.com>
BUENOS DÍAS
 
Reciba un cordial saludo de la Alcaldía de Manizales, “MANIZALES + GRANDE”
 
La solicitud en mención ha sido recibida con éxito a través del radicado GED N° 17851-2022 que a su vez será
direccionada a la Dependencia competente para procesar su comunicación dentro de los términos legales vigentes.
 
Estimado Usuario, tenga en cuenta que los documentos que se reciben a través del correo
contacto@manizales.gov.co se dará radicado de lunes a jueves de 7:00 a.m. a 5:00 p.m. y los viernes de 7:00 a.m. a
4:00 p.m.
 
 
Cordial Saludo,
 
 
OFICINA DE CORRESPONDENCIA
 
ALCALDÍA DE MANIZALES

El vie, 18 mar 2022 a la(s) 10:13, Alcaldía Manizales Notificaciones (notificaciones@manizales.gov.co)
escribió: 

 
 
---------- Forwarded message --------- 
De: MARGARITA ROSA ARREDONDO LOBO <correoseguro@e-entrega.co> 
Date: jue, 17 mar 2022 a la(s) 16:47
Subject: INCIDENTE DE NULIDAD 
To: INSPECTORA DOCE DE POLICIA <notificaciones@manizales.gov.co> 
 
 
 

 
Señor(a) 
 
INSPECTORA DOCE DE POLICIA
 
 
Reciba un cordial saludo: 
 
Usted ha recibido un correo electrónico seguro y certificado de parte de MARGARITA
ROSA ARREDONDO LOBO , quien ha depositado su confianza en el servicio de
correo electrónico certificado de e-entrega para hacer efectiva y oportuna la entrega
de la presente notificación electrónica. 
 
Con la recepción del presente mensaje de datos se entiende que el destinatario ha
sido notificado para todos los efectos según las normas aplicables vigentes,

mailto:contacto@manizales.gov.co
mailto:notificaciones@manizales.gov.co
mailto:correoseguro@e-entrega.co
mailto:notificaciones@manizales.gov.co


21/6/22, 09:10 Correo: MARGARITA ARREDONDO - Outlook

https://outlook.live.com/mail/0/id/AQQkADAwATY3ZmYAZS1mZTVlLTcyNzItMDACLTAwCgAQAJX%2B%2BRmteDhPlcakR70o3bQ%3D 2/2

especialmente los artículos 12 y 20 la Ley 527 de 1999 y sus normas reglamentarias.  
 
Nota: Para leer el contenido del mensaje recibido, usted debe hacer click en el
enlace que se muestra a continuación:

Ver contenido del correo electrónico 
Enviado por MARGARITA ROSA ARREDONDO LOBO

 
Correo seguro y certificado.  

Copyright © 2022  

Servientrega S. A..  

Todos los derechos reservados.  
 

¿No desea recibir más correos certificados?

 
IMPORTANTE: Por favor no responder este mensaje, este servicio es únicamente para notificación
electrónica.

 
 
 

https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fclientes.e-entrega.co%2Fviewmessage.php%3Fmessageid%3Dida46951d09655b4ae647413023be0f7456d9f8137329f195d78a15d161de7b995&data=04%7C01%7C%7C353265a59c8e4f521cec08da08f5fc3a%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637832149830345532%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=NdUCyKB%2Bzw2qS513paHDk0uOw4f6Qy3EApOiNfFNpuw%3D&reserved=0
https://nam12.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fclientes.e-entrega.co%2Funsubscribe.php%3Femail%3Da46951d09655b4ae647413023be0f7456d9f8137329f195d78a15d161de7b995&data=04%7C01%7C%7C353265a59c8e4f521cec08da08f5fc3a%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637832149830345532%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C3000&sdata=eKvxD0A0qy11Qua8v%2BUatJANajgO2fqJs9rQB%2B76VVg%3D&reserved=0
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SEÑOR  
INSPECTORA DOCE URBANA DE POLICIA 
Secretaria de Gobierno Municipal  
Alcaldía de Manizales  
E.S.D.  
 

ASUNTO; INCIDENTE DE NULIDAD EXPEDIENTE 2020-17247 

 

MARGARITA ROSA ARREDONDO LOBO, abogada en ejercicio, igualmente 
mayor de edad, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.065.592.383 

expedida en Valledupar y portadora de la tarjeta profesional No 206.098 del 

C. S. de la J, obrando en mi condición de apoderada judicial de la señora 

MARIA MILVIA RAMOS ALVAREZ mayor de edad, identificada con la cédula 

de ciudadanía No. 24.319.767 , conforme al poder legalmente conferido, de 

manera respetuosa mediante el presente escrito me permito interponer 

INCIDENTE DE NULIDAD, consagrado en artículo 133  del Código General del 

Proceso,   con fundamento en los siguientes: 

 
HECHOS  

 
 

1. La señora MARIA MILVIA RAMOS ALVAREZ contrajo matrimonio con el 
señor RAMON PIÑERES MOJICA tal y como consta registro de matrimonio 
No 3056127 de la NOTARIA QUINTA DEL CIRCULO DE MANIZALES.  

 
2. Desde hace mas de 40 años, se encuentran domiciliados en la 

Chimichagua, Cesar compartiendo techo, lecho y mesa. 
  

3. La señora MARIA MILVIA RAMOS ALVAREZ, era propietaria de inmueble 
lote de terreno con casa habitación con una cabida de 62.40 metros 
cuadradros y que linda por el NORTE CON VIA PUBLICA EN 6.48  metros 
por el SUR con el lote numero 198 en 6.48 metros,  POR EL ESTE con zona 
verde en 9.63 metros por el OESTE con lote numero 214 en 9.63 metros, 
cuyo número de matricula es 100-1415 de la Oficina de INSTRUMENTOS 
PUBLICOS DE MANIZALES.  Derecho que fue adquirido con ocasión a la 
sucesión realizada al fallecimiento de sus padres, mediante escritura 158 
del 2 de julio de 2019.  

mailto:abgmargaritaarredondo@hotmail.com
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Desde que la fecha antes referida hasta el día 2 de octubre de 2020, mi 
mandante nunca hizo edificación alguna que requiera permiso ante la 
entidad competente, pues Manizales no es su ciudad de domicilio ni 
residencia, de ahí que lo único que procuró una vez realizaron la sucesión 
fue buscar un comprador para el inmueble.  

 
4. Consta en escritura publica No 1210 de fecha 2 de octubre de 2020, que 

mi mandante y la señora LUZ MARINA RAMOS ALVAREZ, realizaron venta 
del inmueble antes citada a la señora DIANA PETREL MARTINEZ, de ahí 
que desde dicha fecha la compradora ha realizado la posesión real y 
material del bien inmueble.  
 

5. Posterior a la venta del inmueble mi mandante desconoce que 
comportamientos contrarios a la integridad urbanística ha realizado la 
propietaria, de ahí que nadie esta obligado a lo imposible.  

 
6. Producto de un préstamo realizado a mi mandante por un tercero, 

guardó en el banco Bogotá el dinero para ser utilizado en un proyecto, 
no obstante, cuando fue a retirar el dinero le informaron que había sido 
embargado por la SECRETARIA DE GOBIERNO DE MANIZALEZ.  

 
7. La señora MARIA MILVIA RAMOS ALVAREZ nunca ha sido vinculada al 

tramite de la referencia, no tiene conocimiento de las razones por las 
cuales se ha tramitado el presente caso y menos aun NO HA RECIBIDO 
notificación alguna del tramite para ejercer el derecho a la defensa, 
nunca se ha puesto en conocimiento de ella la queja ni las pruebas en 
su contra, vulnerando el derecho al debido proceso, máxime cuando no 
ha infringido normas algunas.  

 
8. El embargo indebido de sus dineros está ocasionando perjuicios, en virtud 

de que se encuentra pagando intereses por dicha suma de dinero y esta 
dejando de percibir lo que ganaría producto de sus negocios.  

 

PRETENSIONES   

 

1. DECLARAR LA NULIDAD: De toda la actuación surtida en el trámite 
2020-17247 

2. Como consecuencia de lo anterior SE ORDENE, la notificación   a mi 
mandante en debida forma, remitiendo traslado del expediente. 

mailto:abgmargaritaarredondo@hotmail.com
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3. se ordene la vinculación de la propietaria del inmueble, esto es DIANA 
PAOLA PETREL MARTINEZ 

4. Se ordene de manera inmediata y sin dilación alguna el levantamiento 
de las medidas cautelares en contra de mi representada  

5. se ordene la entrega del dinero embargado y en caso de su negativa se 
reconozca y pague intereses moratorios a la tasa máxima legal vigente mas 
la suma de $3.500.000 mensuales como lucro cesante, desde la fecha en 
que se embargó  ilegalmente el dinero.  

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

1. EL DEBIDO PROCESO Y LAS NOTIFICACIONES 

Respecto a los alcances de la garantía de protección del derecho al debido 
proceso en el ordenamiento constitucional colombiano, debemos tener en 
cuenta lo expuesto en la sentencia C-731/05, Referencia: expediente D-
5570, Magistrado Ponente:  Dr. HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO, Bogotá, 
D.C., doce (12) de julio de dos mil cinco (2005), la cual en el siguiente 
extracto reza:  

“…La jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre la garantía del 
derecho al debido proceso es reiterada y se orienta a conceder una 

muy extensa protección del derecho al debido proceso. Una síntesis 
de los elementos que la Corte ha considerado más sobresalientes en 
relación con la garantía del derecho al debido proceso como 
instrumento dirigido a satisfacer las exigencias imprescindibles para 
la efectiva garantía del derecho material arroja el siguiente 
resultado. 

El derecho al debido proceso comprende la posibilidad de acceder 
de manera libre y en condiciones de igualdad a la justicia a fin de 
obtener por parte de los jueces decisiones motivadas y comprende, 
de igual modo, la posibilidad de impugnar tales decisiones, cuando 
se está en desacuerdo con ellas ante un juez de superior jerarquía, 
así como el derecho a que se de debido cumplimiento a lo 
determinado en los fallos. 

El derecho al debido proceso implica, de otro lado, la posibilidad de 
acceder al juez natural, esto es, de acudir ante el funcionario que 
está facultado para "ejercer la jurisdicción en determinado proceso 
de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las 
personas y la división del trabajo establecida por el legislador entre 
los miembros de la judicatura." Este juez debe ser independiente, lo 
que implica la garantía constitucional de no intromisión del poder 
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ejecutivo o del poder legislativo - e incluso de otros poderes fácticos 
- en el desarrollo de labor judicial autónoma, ajena a amenazas y a 
presiones.  

El derecho al debido proceso implica de suyo la posibilidad de 
realizar una efectiva defensa judicial con aplicación de todos los 
instrumentos legítimos para hacerse oír en juicio y obtener una 
decisión favorable. Asuntos tan neurálgicos como los relacionados 
con "el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la 
preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un 
abogado, a la igualdad ante la ley procesal, el derecho a la buena 
fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el 
proceso", forman parte del derecho al debido proceso. A lo anterior 
se suma la exigencia según la cual los procesos deben ser públicos y 
han de desenvolverse dentro de un lapso razonable sin dilaciones 
injustificadas o inexplicable. 

El derecho al debido proceso exige la presencia de un juez que se 
esfuerce por ser imparcial y decida "con fundamento en los hechos, 
de acuerdo con los imperativos del orden jurídico, sin designios 
anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícita." 

Dentro de la serie de artículos que complementan lo dispuesto en el 
artículo 29 de la Constitución Nacional se encuentran el artículo 228 
y el artículo 229 de la Constitución Nacional. De conformidad con lo 
previsto en esas disposiciones, ha dicho la Corte Constitucional que 
las normas procesales han de interpretarse siempre "como 
instrumentos puestos al servicio del derecho sustancial y a las 
soluciones que permitan resolver el fondo de los asuntos sometidos a 
consideración de los jueces (principio pro actione). (...) Se impone, 
por lo tanto, adoptar la interpretación que tome en cuenta el espíritu 
y finalidad de la norma y que sea más favorable para la efectividad 

del derecho fundamental." 

El derecho al debido proceso puede verse vulnerado no únicamente 
cuando se deja de observar determinada regla procesal. La Corte 
Constitucional ha sido muy clara al señalar que la violación del 
derecho al debido proceso "también ocurre por virtud de la 
ineficacia de la misma [regla procesal] para alcanzar el propósito 
para el que fue concebida. Así, en la medida en que el derecho 
sustancial prevalece sobre las formas procesales (C.P., art. 288), 
como mandato que irradia todo el ordenamiento jurídico y, muy 
especialmente, las actuaciones destinadas a cumplir con la 
actividad judicial, es que las formas procesales que la rijan deben 
propender al cumplimiento de los propósitos de protección y 
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realización del derecho material de las personas y a la verdadera 

garantía de acceso a la administración de justicia (C.P., art. 229.)" 

Cualquier forma procesal que impida ejercer el derecho de defensa 
como lo garantiza la Constitución, ha dicho la Corte, obliga al juez 
de conocimiento a buscar los medios necesarios "para remover el 
obstáculo y volver procedente dicha forma procesal, en 
concordancia con el fin que debe cumplir dentro del respectivo 
proceso o actuación." Tal sería el caso, por ejemplo, de una forma 
procesal que impida a los interesados conocer de manera idónea 
la realización de una actuación determinada o la existencia de una 
decisión que los afecte. . 

… 

 4.3.-Papel que desempeñan las notificaciones para la efectiva 
realización del la garantía del derecho al debido proceso 

El término notificación se deriva de la expresión latina notis la cual 
proviene, a su turno, del verbo nosco que significa conoce. En este 
sentido, notificar indica "poner en conocimiento", "participar del 
conocimiento. El valor que le subyace al acto de la notificación se 
conecta de modo muy estrecho con el principio según el cual nadie 
puede ser condenado sin tener previo conocimiento de la razón o 
las razones en que se fundamenta el cargo que se le imputa. Se 

relaciona, por ende, con el principio de publicidad de los juicios y 
con la garantía del derecho al debido proceso 

Cualquier persona frente a la cual exista alguna acusación tiene 
derecho a saber cuáles son los motivos del cargo que se le endilga 
para poder ser oída en juicio, efectuar su defensa y oponerse a las 
inculpaciones que se le atribuyen. La notificación en tanto 
instrumento que facilita la comunicación de las partes entre sí y de 

las partes con el juez, desempeña un papel de especial importancia 
en todo proceso. 

La Corte Constitucional ha subrayado la estrecha conexión que 
existe entre la notificación personal y la posibilidad de realizar de 
manera óptima la garantía del derecho al debido proceso. Al 
respecto se pronunció por ejemplo, en la sentencia T-361 de 1993:  

“En relación con el tema, resulta de importancia destacar que, en 
aras de salvaguardar el derecho al debido proceso y el principio 
constitucional de la publicidad de los juicios (C.P. arts. 29 y 228), 
las decisiones que tomen las autoridades jurisdiccionales deben 
ser puestas en conocimiento de los interesados, con el fin de que 
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éstos procedan a hacer uso de los derechos de impugnación que 
la ley consagra o, en su defecto, se comprometan a cumplir con 
lo dispuesto en ellas.”  

La Corte ha destacado de manera reiterada el papel que 
desempeña la notificación personal que junto a la notificación por 
estado, por edicto, en estrado, por conducta concluyente, 
configuran los tipos principales de notificación aceptados en el 
ordenamiento jurídico colombiano. La importancia de la notificación 
personal radica en ser el medio de comunicación más eficaz cuando 
se trata de garantizar que las personas sean oídas y vencidas en un 
juicio que cumpla con todos los requisitos constitucionales y legales 
atinentes a la protección del debido proceso.  

Reconoce la Corte Constitucional que el legislador tiene un amplio 
margen de discrecionalidad "para regular las formas de notificación 
que mejor se amolden a las características particulares de los 
proceso", pone énfasis, no obstante, en que el auto en virtud del cual 
se ordena el traslado de la demanda tiene "un alcance general y 
vinculante, [pues] su conocimiento siempre debe estar precedido 
por la notificación personal (...) [dado que] la misma constituye el 
único medio idóneo que otorga plena efectividad a los derechos de 
defensa y contradicción consagrados en el artículo 29 de la 
Constitución Política." 

Lo mencionado en párrafos anteriores, deja ver el estrecho vínculo 
que existe entre la notificación personal y la garantía del derecho al 
debido proceso. Este nexo cobra una mayor importancia cuando se 
trata de relaciones contractuales en las que algunas de las partes 
suelen estar situadas en condiciones evidentes de desventaja, bien 
sea por su falta de acceso al conocimiento, por su edad o por su 
situación económica precaria y dependiente. La Corte ha dicho 
que "desde ese punto de vista, la notificación se concibe como 
forma de protección a favor de quienes, siendo partes o interesados 
en el proceso, se encuentran en una situación de desventaja, por su 
imposibilidad o dificultad de acceso al conocimiento de decisiones 
judiciales que los puedan afectar, pudiendo en consecuencia, ver 
desconocido su derecho de defensa." (Subrayas fuera de texto)”…. 

Conforme a lo anteriormente expuesto,  las disposiciones constitucionales y 
jurisprudenciales sobre el tema de las notificaciones judiciales , en este 
sentido  resulta claro que cualquier régimen que se adopte tiene que 
buscar, primero, que se pueda surtir la notificación personal directa, 
dándole en caso de no poderse enterar directamente el implicado una 
oportunidad de comparecencia que le permita acceder a la notificación 
personal directa, solo así y una vez agotado este intento, es como puede 
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acudirse a mecanismo de notificación personal indirecta, como los 
mecanismos hoy vigentes de notificación por curador ad litem o como la 
notificación personal por aviso que contempla los artículos 315 a 320 del C. 
de P.  

2. LA NOTIFICACIÓN Y LA NULIDAD 

La notificación es el procedimiento mediante el cual se hace público un 
acto administrativo o judicial. La indebida notificación de un acto conlleva 
a su posible nulidad, perdiendo la eficacia que debe tener. El desarrollo 
jurisprudencial de este principio es muy abundante, encontrándonos con 
pronunciamientos muy claros al respecto en el que se concluye:  

“Desde el punto de vista constitucional importa dejar en claro que 
la notificación, entendida como el conocimiento formal del 
administrado o de quien es parte o interviniente en un proceso 
judicial, sobre el contenido de las providencias que se adoptan por 
el juez o de los actos administrativos que lo afectan, tiene por 
fundamento específico la garantía del derecho de defensa, 
aspecto esencial del debido proceso, exigible en todas las 
actuaciones judiciales y administrativas, como lo impone el artículo 
29 de la Carta. 

“La notificación en debida forma asegura que la persona a quien 
concierne una determinación se halla enterada de su sentido y 
define simultáneamente -con fecha cierta- en qué momento ha 
tenido lugar la transmisión oficial de la respectiva información. Se 
asegura, entonces, no solamente que, conocida la decisión de que 
se trata, podrá el afectado hacer uso de los medios jurídicamente 
idóneos para la salvaguarda de sus intereses, sino que se preserva 
la continuidad del trámite judicial o administrativo correspondiente, 
pues la fecha de la notificación define los términos preclusivos 
dentro de los cuales podrá el notificado ejecutar los actos a su 
cargo. Resultan, por tanto, realizados el valor de la seguridad 

jurídica y los principios procesales de celeridad y economía. 

“La falta probada de notificación, en especial la de aquéllos (sic) 
actos o providencias que tocan con derechos de quienes 
participan en el proceso o actuación, repercute necesariamente en 
las posibilidades de defensa de tales personas y perturba en alto 
grado el curso normal de los procedimientos, dando lugar por ello, 
en algunos casos, a la nulidad de lo actuado, y en otros a la 

ineficacia o carencia de efectos jurídicos de los actos que han 
debido ser materia de la notificación. Todo depende de las normas 
legales aplicables, según la clase de trámite. 

“De todas maneras, de las exigencias constitucionales del debido 
proceso se deriva que ni los jueces ni la administración pública 
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pueden actuar de espaldas a los interesados, ni fundar sus 
decisiones sobre la base de la ignorancia de ellos en torno a las 
decisiones que adoptan”1. (Subyarado fuera de texto). 

Respecto de dichas fases  a cumplirse para efectos de practicar  la 
notificación personal, la Corte en la Sentencia C – 783 de 2004, vino a 
concluir que” i) la notificación personal reviste el carácter de principal y en 
forma supletiva se prevé la notificación ii) al llegar la citación de 
comparecencia al lugar de comparecencia o de trabajo del demandado 
lo normal es que tenga conocimiento de su contenido de manera inmediata 
o breve producto del deber constitucional de colaboración para el buen 
funcionamiento de la administración de justicia, y iii) en el caso que la 
citación o aviso de notificación se entreguen en una dirección que no 
corresponde al lugar de residencia o de trabajo del demandado, y por ende 
no sean devueltos atendiendo errores o deficiencias del servicio de correo 
o mala fe del demandante, el mismo estatuto procesal civil prevé 
mecanismos de saneamiento y de protección al demandado, como son el 
presentar la nulidad por indebida notificación o hacer uso del recurso 
extraordinario de revisión.  

Corolario a lo antes expuesto, con meridiana claridad se aprecia, que nos 
encontramos frente a una indebida notificación personal del mandamiento 
de pago al demandado JUAN FORERO GOMEZ, constituyendo per se una 
flagrante violación al debido proceso, por no permitirle ejercer en derecho 
de defensa, por haberse adelantado el proceso con pleno 
desconocimiento del mismo, lo cual conllevó a que se les vulneren el 
derecho fundamental al debido proceso (art. 29 Carta Magna), y con ellos 
, los derechos que se desprenden de el, como lo son los derechos a la 
defensa, al acceso a la administración de justicia, a la igualdad, a la buena 
fe, contradicción, seguridad jurídica, celeridad y economía procesal” 
 

DERECHO  

 

Invoco como fundamento de derecho los artículos 132 y siguientes del 
Código General del Proceso. 

 

PRUEBAS  

 

DOCUMENTALES 

1. Registro de matrimonio 
2. Certificado de libertad y tradición 
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3. Escritura publica 1210 del 2 de octubre de 2020.  

INTERROGATORIO DE PARTE  

Que deberá absolver el señor JULIAN ANDRES ZULUAGA  

 

ANEXOS  

 

Me permito anexar poder a mi conferido 
 

PROCESO Y COMPETENCIA  

 

A la presente solicitud debe dársele el trámite indicado en los artículos 133 y 
siguientes del Código General del Proceso.  
 
Es usted competente para resolver esta solicitud por estar conociendo del 
Proceso.   
 

NOTIFICACIONES  

 

Mi poderdante en la Calle 5 No 7-17 barrio Santander, Chimichagua, Cesar 

La suscrita en la calle 36 No. 12- 19 oficina 101 Bucaramanga. Correo 
electrónico: abgmargaritaarredondo@hotmail.com 
 
Cordialmente, 
 
  

                   _______________________________________ 
                    MARGARITA ROSA ARREDONDO LOBO  
                    C.C. No. 1.065.592.383 de Valledupar 

                     T.P. No. 206.098  del C. S. de 

mailto:abgmargaritaarredondo@hotmail.com
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respuesta expediente 2020-17247
Juliana Andrea Hurtado Ordoñez <juliana.hurtado@manizales.gov.co>
Mié 11/05/2022 15:13
Para: abgmargaritaarredondo@hotmail.com <abgmargaritaarredondo@hotmail.com>

2 archivos adjuntos (5 MB)
Untitled_11052022_031152.pdf; Untitled_11052022_031219.pdf;

Buenas tardes 
Abogada Margarita Rosa Arredondo Lobo,
Remito respuesta solicitud incidente de nulidad proceso 2020-17247, infractor Julian Andres Zuluaga
Montes, para su conocimiento y fines pertinentes.
Feliz tarde.

JULIANA ANDREA HURTADO ORDOÑEZ
AUXILIAR ADMINISTRATIVA 
ALCALDIA DE MANIZALES 
INSPECCIÓN DOCE 
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SEÑORA  
INSPECTORA DOCE URBANA DE POLICIA 
Secretaria de Gobierno Municipal  
Alcaldía de Manizales  
E.S.D.  
 

ASUNTO; RECURSO-EXPEDIENTE 2020-17247 

 

MARGARITA ROSA ARREDONDO LOBO, abogada en ejercicio, igualmente 

mayor de edad, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.065.592.383 

expedida en Valledupar y portadora de la tarjeta profesional No 206.098 del 

C. S. de la J, obrando en mi condición de apoderada judicial de la señora 

MARIA MILVIA RAMOS ALVAREZ mayor de edad, identificada con la cédula 

de ciudadanía No. 24.319.767 , conforme al poder legalmente conferido, de 

manera respetuosa mediante el presente escrito me permito interponer 

Recurso de reposición y en subsidio apelación contra la decisión de negar 

el INCIDENTE DE NULIDAD, consagrado en artículo 133  del Código General 

del Proceso,  por mi interpuesto por la vulneración del debido proceso y 

defensa de mi mandante dentro del tramite relacionado.  

 

Lo anterior, pues se mantiene en negar el incidente bajo el argumento que 

ya existe una decisión final, siendo un atropello a los derechos de la señora 

Maria Milvia, quien al no conocer ni siquiera el tramite que nos convoca, 

menos aun iba a poder hacerse parte dentro de la audiencia que usted 

cita.  

 

Es importante poner de presente que en los documentos que acompaña 

con la respuesta, brilla por su ausencia la notificación a mi mandante, por el 

contrario con las pruebas que anexe al incidente de nulidad queda 

probado que mi mandante no era la propietaria para la fecha de la 

presunta comisión de faltas por la cual hoy se ejecuta un cobro de una 

multa, tan es así que no ha recibido personalmente ni a través de algún 

familiar notificación del tramite del proceso del que insisto es una clara 

violación a los derechos de mi representada.  

 

De insistir en negar dar tramite a lo peticionado, solicito pronunciamiento de 

su superior jerárquico, así como la copia integra del expediente que motivó 

el tramite de la presente acción.  
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Sea esta una nueva oportunidad para reiterar los perjuicios que esta entidad 

esta causando a mi mandante con el cobro de lo debido, y con la 

vulneración flagrante a sus derechos embargando dineros  a los que no esta 

obligada a cancelar.  

 

 

NOTIFICACIONES  

 

Mi poderdante en la Calle 5 No 7-17 barrio Santander, Chimichagua, Cesar 

La suscrita en la calle 36 No. 12- 19 oficina 101 Bucaramanga. Correo 

electrónico: abgmargaritaarredondo@hotmail.com 

 
Cordialmente, 

 

  

                   _______________________________________ 
                    MARGARITA ROSA ARREDONDO LOBO  

                    C.C. No. 1.065.592.383 de Valledupar 

                     T.P. No. 206.098  del C. S. de 
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Acción de tutela N°17001400900220220012200 

 

 
JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE CONOCIMIENTO  

MANIZALES, CALDAS 
 
 

Veintiuno (21) de junio de dos mil veintidós (2022) 
 
 

Procede el despacho a resolver sobre la admisibilidad de la acción de tutela 

interpuesta por la señora MARÍA MILVIA RAMOS ÁLVAREZ en contra de la 

INSPECCIÓN DOCE URBANA DE POLICÍA, SECRETARIA DE GOBIERNO 

MUNICIPAL Y ALCALDÍA DE MANIZALES, por la aparente vulneración de su 

derecho fundamental al debido proceso. 

 
Como reúne los requisitos legales establecidos por el artículo 14 del 

Decreto 2591 de 1991, se admitirá el libelo y se correrá traslado a la entidad 

accionada para que en el término de dos (2) días hábiles, se pronuncie al respecto 

y ejerza su derecho de defensa, so pena de que se dé aplicación a lo normado por 

el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. 

 

Asimismo, por tener interés y/o participación en la presente acción, se 

ordena la vinculación al presente trámite constitucional de la señora DIANA 

PAOLA PETREL MARTÍNEZ, para que en el mismo término de dos (2) días 

hábiles, se pronuncie respecto al libelo de tutela y ejerza su derecho de defensa, 

so pena de que se dé aplicación a lo normado por el artículo 20 del Decreto 2591 

de 1991.  

 

Se decreta la práctica de las siguientes pruebas. 

 

1. Requerir a la INSPECCIÓN DOCE URBANA DE POLICÍA, DE 

MANIZALES, para que en el término máximo de dos (2) días informe al 

Despacho bajo la gravedad de juramento: 

 

A. Si en dicha oficina fue adelantado el procedimiento radicado No. 

2020-17247, en caso positivo, deberá indicar qué diligencias se han 

adelantado y en qué estado se encuentra el trámite.  

B. Anexar copia del expediente. 

  



	

	

Notifíquese la presente providencia por el medio más expedito, advirtiendo 

a los intervinientes que las intervenciones se recibirán a través del correo 

electrónico institucional pmcon02ma@cendoj.ramajudicial.gov.co., o puede 

establecer comunicación al celular y WhatsApp 3219126852.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

Dennis Adriana Bañol Rendón 
Juez 

	


